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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la apelación interpuesta por LA SECRETARÍA DE SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL DE PEREIRA, contra la decisión adoptada el 4 de septiembre de 2013 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, que tuteló los derechos fundamentales del señor JHOVANNY SALAZAR ELEJALDE, los cuales fueron presuntamente vulnerados por esa entidad y otras.
ANTECEDENTES

Relata el accionante que en el mes de diciembre del año 2012, después de haber estado aproximadamente diez días hospitalizado en el Hospital San Jorge, le fue diagnosticada “Diabetes Mellitus insulinodependiente” para lo cual requiere de un tratamiento constante y del medicamento. 
Por otra parte, informa que como él se encontraba incluido en la encuesta del Sisbén en la ciudad de Pereira con la ficha No. 00010645, consideró tener derecho a acceder al régimen subsidiado de salud y por ello solicitó su inclusión al mismo, sin embargo la Secretaría de Salud de Pereira le informó que ello no era posible por cuanto ya no aparecía registrado en el Sisbén y por tanto para acceder a lo pedido debía hacerse encuestar nuevamente. 

Afirma el señor Salazar que por los hechos narrados su vida y su integridad física están en riesgo, pues al no poder acceder al régimen subsidiado de salud le es muy complicado asumir por su propia cuenta el tratamiento de su enfermedad, especialmente costearse la insulina para lo cual ha debido acudir a la ayuda de familiares y amigos. Por ello considera que la Secretaría de Salud de Pereira, el Sisbén Pereira y el Fosyga vulneran sus derechos fundamentales al no ponerse de acuerdo en su ingreso al sistema subsidiado en salud.
En ese orden, solicita de la Judicatura que le ordene al Fosyga ingresarlo en la base de datos de aseguramiento, para que con ello se le ordene al Sisbén Pereira y a la Secretaría de Salud de Pereira asignarle una EPS-S que lo afilie, para de esa manera acceder al tratamiento que requiere para controlar su enfermedad. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero Penal del Circuito local, admitió la petición de amparo interpuesta y ordenó la notificación a las partes accionadas en la forma indicada en la ley, posteriormente al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió, mediante sentencia del 4 de septiembre del año en curso, tutelar los derechos fundamentales invocados por la parte demandante, al considerar que hasta la fecha él no ha tenido una información clara sobre los motivos por los cuales fue excluido del Sisbén, y como estar encuestado en esa base de datos y tener el puntaje asignado por la misma, es determinante para que la población pobre del país pueda acceder al sistema subsidiado en salud, que es lo que requiere el actor para lograr una efectiva atención de su actual patología. Así las cosas, le ordenó al Sisbén Pereira adelantar los trámites administrativos pertinentes con el fin de ingresar al actor en su base de datos, concediéndole para ello ocho días contados a partir de la notificación de la decisión; por otra parte, le ordenó a la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira que una vez se vea reflejado el ingreso de la información del señor Salazar en el Sisbén, enviarla al Fosyga y al DNP, para que la misma sea valida y se proceda a incluirlo como beneficiario del régimen subsidiado en salud, logrando de esa manera la asignación de una EPSS. Mientras se adelante tal procedimiento, se exhortó a la secretaría en mención, a prestarle al actor todos los servicios de salud que requiera. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Una vez conoció la decisión de instancia, la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira presentó escrito impugnando el fallo, para tal fin argumentó no entender las razones por las cuales no se había tenido en cuenta la respuesta que diera a la acción de tutela, especialmente en lo concerniente a la manera como se le prestaba la atención en salud a la población pobre no vinculada, como es el caso del accionante; aclarando para ello que el municipio sólo era responsable de la atención de esa población, en el primer nivel, esto es baja complejidad, toda vez que según lo establecido en el artículo 49 de la Ley 715 la atención en salud en los niveles II, III y IV, para ese grupo poblacional, se encuentra en cabeza de la Secretaría Departamental de Salud. Por lo dicho, indicó no comprender el por qué no se realizaron las vinculaciones que solicitó, esto es a la ESE SALUD Pereira, quien se debe encargar de la valoración por medicina general y la remisión a especialista, y a la Secretaría Departamental de Salud, quien debe autorizar y asumir las valoraciones por especialistas, imagenología y el suministro de los medicamentos ordenados por el médico tratante para controlar la patología diagnosticada. 
Adicionalmente, informó que el reporte de la información de la base de datos Sisbén al Departamento Nacional de Planeación, es la Oficina Sisbén Pereira adscrita a la Oficina de Desarrollo Social y Político de la Alcaldía, y no esa secretaría, quien sólo se surte de ese instrumento para asignar el subsidio en salud a la población allí registrada. 

Así las cosas, solicitó se revoque el fallo de primera instancia para proceder a realizar las vinculaciones solicitadas desde la respuesta dada al escrito de tutela, esto es a la ESE Salud Pereira y a la Secretaría de Salud Departamental, por cuanto, como ya se explicó, cada una de ellas está encargada de prestarle los servicios de salud al actor, atendiendo su condición de no vinculado, dependiendo el nivel de atención al que deba acceder. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería a la Sala determinar, si las entidades demandadas han vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por el accionante, de manera que deba confirmarse el fallo de instancia o si por el contrario su actuar ha sido diligente en lo que es de su competencia y por tanto la decisión adoptada debe ser revocada o modificada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado.
Visto lo obrante en el expediente se tiene que el señor Salazar dirigió su tutela contra la Secretaría de Salud de Pereira, el Fosyga y la Oficina Sisbén Pereira, por cuanto pretende ser beneficiario del régimen subsidiado en salud, pero en la actualidad se encuentra por fuera de la base de datos del Sisbén. 
Teniendo en cuenta lo anterior, mediante auto del 21 de agosto de 2013, el Juez de primer nivel emitió auto mediante el cual admitió la acción de tutela y ordenó correr traslado de la misma a las accionadas, la cual les fuera notificada dentro de los dos días siguientes. Una vez notificada la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira, allegó respuesta al Despacho el día 27 de agosto de 2013, en la cual después de explicar cómo se le brinda atención en salud a la población pobre no asegurada PPNA-Vinculada, solicitó la vinculación al presente asunto de la ESE Salud de Pereira, quien es la entidad contratada por esa secretaría para prestarle la atención en el primer nivel a ese grupo poblacional, y a la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda, quien maneja los recursos para el suministro de la atención médica en los niveles II, III y IV, el suministro de medicamentos y atención tanto pos como  no pos a las personas del Departamento que no se encuentran en ninguno de los dos sistemas de salud
. 
Con base en la anterior respuesta, el Despacho de conocimiento debió proceder a vincular al presente asunto a esas entidades, por cuanto de la respuesta ya mencionada, era evidente que el actuar de ellas podría llegar a ser trascendental para que al señor Jhovanny se le preste la atención médica que requiere para su patología, hasta tanto se logre su efectivo ingreso al régimen de salud subsidiado. Por tanto de llegarse a extender en esta sede la orden de brindarle atención médica al actor, a una de esas entidades de acuerdo a la normativa vigente, emitiendo con ello órdenes que deben ser cumplidas por las mencionadas entidades que no fueron vinculadas, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa por cuanto no se integró en debida forma a la litis.

De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 
“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar  toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legitimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

De acuerdo a lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto, para esta Sala se hace necesario enderezar la actuación del Juez de primer grado, para ello habrá de decretarse la nulidad de lo actuado desde el momento en que se recibió en el Despacho la respuesta de la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira, esto es desde el 27 de agosto de 2013, por cuanto se requiere la vinculación al presente asunto de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda y de la ESE Salud Pereira, atendiendo lo dicho por la entidad atrás mencionada. lo anterior sin perjuicio de la validez de las respuestas ya emitidas por las entidades accionadas inicialmente.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Séptima de Decisión de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: DECRETAR la nulidad de lo actuado a partir del momento en que se allegó al Juzgado Primero Penal del Circuito local, la respuesta a la tutela por parte de la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Pereira, esto es desde el 27 de agosto de 2013, por cuanto se hace necesario vincular al presente asunto a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda y a la ESE Salud Pereira, ello por lo dicho en la parte motiva de esta decisión. Lo anterior, sin perjuicio de que se tengan como válidas las respuestas ya dadas por las entidades accionadas desde el comienzo. 
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
Secretario
� Folio 36 cuaderno de primera instancia. 


� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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